


Desde hace varios años las revisiones de la Auditoria 
Superior de la Federación (ASF) arrojaron irregularidades 
por miles de millones de pesos en varios estados, sin 
embargo el Congreso y la Procuraduría General de la 
República no hicieron nada. El Poder Ejecutivo Federal 
priista y el Congreso, dominado por el PRI, les otorgaron 
impunidad absoluta a sus gobernadores sobre los cuales 
había presunciones de desvíos millonarios, de lavado de 
dinero, de cuentas e inmuebles en el extranjero y de vínculos 
con el crimen organizado.

La impunidad se debió a que el regreso a la Presidencia 
del PRI en 2012 y el control del Congreso en el 2015, fue 
posible gracias a las “bolsas” de miles de millones que 
juntaron  gobernadores  priistas para financiar ilegalmente 
las campañas del PRI. El Presidente y los legisladores 
priistas les deben sus triunfos en gran parte a sus ex “gobers” 
corruptos.

No todos los recursos ilegales para el PRI salieron 
directamente de las arcas de los estados, muchos de los 
“donativos” fueron de proveedores de los gobiernos estatales, 
los que se cobraron con creces mediante sobreprecios a los 
productos y servicios que vendían al gobierno. En algunos 
estados hasta el crimen organizado le entró a la “bolsa” para 
ayudar a las campañas del PRI a cambio de que los dejaran 
“trabajar”.

“No existe desde la Revolución Mexicana 
saqueos en los estados de la magnitud de los 

documentados actualmente”



Para arrestar al ex gobernador de Veracruz, el ejecutivo 
no movió un dedo hasta que perdieron las elecciones, 
hubo alternancia y entró un gobernador de otro partido. 
Investigaciones en juzgados de EUA documentaron los 
vínculos de un ex gobernador priista de Tamaulipas con el 
narcotráfico, por ello lo arrestaron en Italia.   

En Quintana Roo capturaron al ex gobernador corrupto 
debido a que el nuevo gobierno, de un partido diferente 
al PRI, investigó los desvíos y los “negocios” del anterior 
gobernador priista. En Sonora, al regresar al poder el PRI y 
darse una nueva  alternancia, se  encarceló rápidamente al 
ex gobernador panista acusado de desvíos, para que no se 
dijera que solo los del PRI son corruptos.

En Chihuahua debido a la alternancia se investigó y acusó 
formalmente al ex gobernador priista por desvíos. En el caso 
del ex gobernador de Coahuila, que fue uno de los que más 
aportó al PRI, hasta la fecha goza de  impunidad, aunque 
hay acusaciones de  que falsificó documentos de la deuda 
de su estado. En EUA lo investigan por lavado, compra 
de inmuebles con recursos ilícitos por medio de familiares 
y prestanombres. Le exhibieron  cuentas de millones de 
dólares en paraísos fiscales a nombre de familiares. En 
España lo detuvieron por lavado de dinero y vínculos con 
el narco.

En Chihuahua, Quintana Roo y Veracruz, los ex gobernadores 
corruptos andarían libres, disfrutando de lo robado, si no 
hubiera habido alternancia y siguiera en el poder el PRI en 
esos estados.

Es difícil, si no imposible, que en el Estado de México 
o en Coahuila, estados donde se frustró la alternancia, 



los nuevos gobernadores priistas pidan cuentas a los 
anteriores gobernadores priistas, de los millones en los que 
hay irregularidades en su destino, según auditorias de la 
Auditoria Superior de la Federación.  

Los gobernadores priistas saquearon varios de sus estados 
pues sabían que el Presidente y la mayoría de sus legisladores 
les debían su puesto. El PRI regresó a la Presidencia gracias 
a los recursos y votos conseguidos por sus gobernadores.  
Esa es la principal causa de la inacción,  silencio o tardía 
reacción de la Presidencia, de los diputados y senadores 
priistas contra la corrupción de sus gobernadores.





La principal causa del aumento de la corrupción en los 
Estados en los últimos años es la impunidad en los desvíos 
de recursos y “negocios” de los gobernadores, y de sus 
colaboradores. En varios casos los funcionarios y jueces 
federales justifican su falta de acción contra la corrupción 
en los estados argumentando que no tienen competencia o 
que la PGR no les ha consignado los expedientes.

Hay gobernadores que acumularon durante su gestión  
fortunas mayores a las reunidas por el 99% de los 
empresarios en varias generaciones, sin que nadie les haya 
pedido cuentas o aclaraciones sobre el destino de lo gastado, 
ni el SAT los investigue por los ingresos no declarados ni el 
enorme aumento de su riqueza.

Para frenar el descarado saqueo de los estados por sus 
gobernadores y colaboradores, recomendamos las siguientes 
acciones concretas:

1. Que diputados y jueces federales tengan una completa 
y clara competencia para pedir cuentas a los gobiernos 
estatales sobre el uso y destino de las participaciones 
federales, que en la mayoría de los estados constituyen más 
del 90% de sus ingresos.

2. Que la Auditoria Superior de la Federación (ASF) 
posea competencia, como la Procuraduría General de la 
República (PGR), para  presentar directamente ante jueces 
federales, denuncias por delitos de funcionarios públicos. El 
monopolio de la PGR para consignar actos de corrupción al 
Poder Judicial, se ha convertido en un filtro y freno a más 
del 95% de las acusaciones de corrupción a funcionarios 
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públicos por la ASF. Ver historia y cifras en las páginas 82 a 
86 del libro EPN: EL RETROCESO.

3. Dejar de violar en los estados el principio jurídico 
de que “no se debe ser juez y parte”. Los encargados de 
realizar auditorías y acusar a funcionarios corruptos de los 
gobiernos de los estados son designados por el gobernador 
del estado. Las auditorías a dependencias estatales deben 
ser realizadas por dependencias federales independientes, 
como la Auditoria Superior de la Federación.

4. Ofrecer como recompensa un porcentaje del dinero 
recuperado por el fisco, a quien ofrezca datos que lleven a 
identificar compras y ventas  de inmuebles, propiedades y 
cuentas bancarias o cualquier otro activo, sin justificación 
de su origen, de funcionarios estatales, familiares y 
prestanombres, incluyendo al gobernador y a presidentes 
municipales.

5. Garantizar la transparencia en las elecciones estatales. 
La impunidad se ha reducido en los estados donde hay 
alternancia del partido en el poder. En materia electoral 
también se ha violado el principio de “no se debe ser juez 
y parte”. Los funcionarios que juzgan la trasparencia de 
las elecciones de gobernador en los institutos electorales 
estatales, son nombrados por el gobernador en turno y 
varios de ellos son miembros del mismo partido en el poder, 
como quedó en evidencia en Coahuila en las recientes 
elecciones para gobernador. Las elecciones estatales deben 
ser supervisadas por el Instituto Nacional Electoral (INE), 
lo que reduce las posibilidades de parcialidad hacia un 
candidato o partido.

 



6. Duplicar los años para que prescriban los delitos derivados 
de la malversación y desvíos de fondos en la administración 
pública. En negocios realizados por funcionarios públicos 
a la sombra de su puesto, que aumentaron su fortuna, que 
empiece a contar la prescripción de los delitos derivados 
de esos hechos hasta el momento que sean identificados 
y sujetos a investigación por las autoridades competentes 
los bienes y activos ocultos por el funcionario público, 
familiares o prestanombres que lo enriquecieron.  

7. La compra o venta de edificios y terrenos por  parte 
de gobiernos estatales  es una fuente de corrupción 
y enriquecimiento de gobernadores, funcionarios y 
empresarios corruptos. Para evitar esa modalidad de 
corrupción los gobiernos estatales por ley deben enviar un 
boletín de prensa y subir a su página electrónica, desde su 
inicio, las transacciones de bienes muebles o inmuebles, 
su localización y los precios tentativos en la operación. 
Publicar los nombres de las personas o empresas interesadas 
en comprar o vender, las que deben declarar que no tienen 
ningún conflicto de interés: no son familiares, socios o 
prestanombres de un funcionario público. La omisión de 
esos requisitos o una denuncia documentada de precios fuera 
del mercado, debe iniciar una investigación por presunta 
corrupción. 

8. Con los cambios aquí descritos no sería necesario gastar 
en el andamiaje y burocracia adicional que significa el 
“Sistema Nacional Anticorrupción”, solo  aplicar la ley, 
sin inventar más dependencias que hasta la fecha solo han 
justificado la postergación de la investigación, consignación 
y en su caso detención de funcionarios corruptos.  





















El Centro de Investigaciones Sobre la Libre Empresa, 
A.C. (CISLE), es una institución sin fines lucrativos, cuyas 
actividades y publicaciones son posibles gracias al apoyo 
de instituciones y personas comprometidas con la libertad 
económica, la política y la de creencias.

Esas libertades solo pueden darse mediante los mecanismos 
de mercado y un sistema democrático, que implique un 
gobierno limitado y el respeto a los derechos humanos 
fundamentales: vida, propiedad y libertad. 

El CISLE sostiene que la base fundamental del desarrollo 
sustentable y de la riqueza de las naciones, es un orden 
jurídico estable que garantice la libertad de producir, 
comercializar  y consumir, en un entorno de competencia, 
justicia y de seguridad jurídica.

Economía social de mercado en lo económico y democracia 
en lo político, son el marco social que propone el CISLE.

Luis Pazos
Director General
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En un análisis sin tecnisismos,  
Luis Pazos en Políticas 
Económicas describe cómo los 
aumentos de impuestos, del 
déficit presupuestal y del gasto 
público -con la finalidad de 
estimular la economía a corto 
plazo- dificultan la creación 
de empleos y de crecimiento 
durarero.

Una de las justificaciones que 
utilizan los gobernantes para 
aumentar impuestos a los ricos 
y a las empresas, es la reducción 
de la desigualdad y la pobreza.

En Desigualdad y distribución de 
la riqueza, Luis Pazos demuestra 
que aumentar impuestos para 
distribuir la riqueza por medio 
del Estado, genera más pobreza.




